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Exp. 589/2019-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 589/2019.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ

	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., veinte de enero del dos mil veinte. 
V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 589/2019, promovido por la C. **********, señalando como autoridad demandada al Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), y,

R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintiséis de junio del año actual, la C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), por el acto que a continuación se precisa:

“El crédito fiscal determinado en el estado de cuenta folio ********** emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS) con el que se pretende cobrar la cantidad de ********** la cual me fue notificada bajo protesta de decir verdad el día 23 de mayo del 2019 a través del duplicado del estado de cuenta de fecha 20 anteriormente citado mes y año.”

II.- Mediante proveído de veintiocho de junio del año en curso, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera, apercibida que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se le tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. 

Así mismo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del ordenamiento procesal administrativo para el Estado, se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en el escrito inicial de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la demanda
Respecto a la solicitud de suspensión del acto reclamado en cuanto al corte del servicio de agua potable en el domicilio de la parte actora ubicado en la calle **********, se concedió la suspensión solicitada a efecto de que la autoridad demandada no suspendiera ni restringiera el servicio de agua potable y demás servicios inherentes al mismo, al no causar perjuicio evidente al interés social, ni contravenir disposiciones de orden público, aunado a que el acceso al agua es un derecho humano que implica proporcionar agua potable, y se adecue la hipótesis normativa de infracción; lo cual además es un requisito de la tipicidad. para garantizar la sobrevivencia, el desarrollo económico y social de las personas.
Tocante a la suspensión solicitada a efecto de que no se llevara a cabo la exigencia de pago; se concedió la suspensión del acto impugnado respecto a las acciones de cobro, del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, para el efecto de que las cosas se mantuvieran en el mismo estado hasta en tanto se resolviera en definitiva el presente juicio; suspensión que surtiría sus efectos siempre y cuando se garantizara ante dicho Organismo el adeudo exigido por la demandada, en cualquiera de las formas previstas por las leyes fiscales aplicables
III.- En proveído de fecha siete de agosto del dos mil diecinueve, se dio cuenta con el oficio sin número, firmado por el **********, en su carácter de Titular de la Unidad Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., mediante el cual dio contestación a la demanda interpuesta en contra del citado Organismo.
Consecuentemente, con fundamento en los artículos 240, 243 y 244 del Código Procesal Administrativo se tuvo por contestada la demanda Ad cautelam al citado organismo, por conducto del Titular de la Unidad Jurídica de dicho organismo, en virtud de lo cual, con una copia simple del oficio de contestación y su anexos, se ordenó correr traslado a la parte actora, para los efectos legales que a su derecho correspondiera.
Asimismo, se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes, las cuales se relacionan a continuación:

A LA ACCIONANTE:
· Duplicado del estado de cuenta **********, relativo al contrato número **********, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, documental que consiste en el acto impugnado;
·  Copia simple de la credencial para votar expedida por el Instituto Nacional Electoral, a favor de la actora del juicio;
· La presuncional legal y humana 
· La Instrumental de actuaciones;
A LA AUTORIDAD DEMANDADA 
· Copia certificada del nombramiento a favor de **********, expedido por el Director General del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, de fecha ocho de octubre de dos mil dieciocho; ordenándose hacer la devolución del referido nombramiento, previa copia certificada y toma de razón dejada en el expediente; 
· Original del informe, con número de Memorándum **********, firmado por el Ingeniero **********, en su carácter de Director de Comercialización del Organismo INTERAPAS, así como los anexos inherentes a dicho informe y que se detallan en el punto 2 del capítulo de pruebas de su contestación de mérito.;
· La presuncional legal y humana;
· La instrumental de actuaciones.
Por otra parte, en razón de que el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, por conducto del Titular Jurídico de dicho Organismo, en su oficio de contestación, señalo que la actora promovió su demanda fuera del término de treinta días previsto en el artículo 24 del Código Procesal Administrativo para el Estado; se le otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles, a efecto de que pudiera ampliar su demanda, respecto de la extemporaneidad que refiere la demandada; apercibida que de no hacerlo en el término fijado, se le tendría por no ampliando su demanda para tales efectos.
IV.- Por auto dictado con fecha cuatro de septiembre del dos mil diecinueve, se dio cuenta con el escrito original, con un anexo, firmado por ********** actora del juicio; recibidos con el folio ********** en el buzón de promociones de término de este Tribunal, el treinta de agosto del año actual, mediante el cual amplio la demanda en el término que le fue concedido para tal efecto. Por tanto, se tuvo a la actora por interpuesta la ampliación de demanda, en virtud de lo cual con una copia simple del escrito de ampliación y sus anexos, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara la ampliación de demanda dentro del término legal que le fue señalado, manifestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara convenientes, así como también expresara los hechos con que éstas se encontraran relacionadas; con el apercibimiento que en caso de no hacerlo este Tribunal de oficio declararía la preclusión del derecho correspondiente y se le tendría por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario
Así mismo, se tuvo a la parte actora por ofreciendo las pruebas a que se refirió en el escrito de ampliación de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la ampliación de mérito y se reservó fijar fecha y hora para la celebración de la audiencia final, a que se refieren los artículos 245 y 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
V.- En proveído de cuatro de octubre de dos mil diecinueve se dio cuenta el oficio sin número, signado por el **********, Titular de la Unidad Jurídica del Organismo demandado, recibido en la oficialía de partes de este Tribunal, el tres de octubre del año en curso, mediante el cual dio contestación a la ampliación de demanda; por tanto, se le tuvo por contestada la ampliación de la demanda con el carácter que compareció a juicio y por objetando en cuanto a su alcance y valor probatorio, las pruebas ofrecidas por la parte actora en su escrito inicial de demanda y en el de ampliación a la misma; y respecto a la objeción que formulo respecto de la inspección ocular a que hizo referencia en el apartado respectivo de su oficio de cuenta, se le dijo que no ha lugar a tenerle por formulando objeciones, en virtud, de que de autos no se advertía que la actora haya ofrecido dicha probanza. Por tanto, con la copia simple del oficio de contestación a la ampliación se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales  que en su derecho correspondiera.

Asimismo, se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes, las cuales se relacionan a continuación:

A la parte actora:

· La copia y/o impresión del acta Centésima Octogésima Segunda Sesión Ordinaria de la Junta de Gobierno del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez.
· La presuncional legal y humana.
· La instrumental de actuaciones.
Por último, se señalaron las once horas del veintitrés de octubre del dos mil diecinueve, para la celebración de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado. 

VI.- Mediante proveído de diez de octubre de dos mil diecinueve; para el solo efecto de regularizar el procedimiento, se tuvieron como pruebas de la autoridad demandada, dentro de la etapa de ampliación de demanda, la presuncional legal y humana y la instrumental de actuaciones. 
VII.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos, Licenciado ********************, dio cuenta del escrito de demanda y de contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas ofrecidas por las partes, dada su propia naturaleza; en etapa de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; se citó para resolver y se turnó el expediente para elaborar el proyecto respectivo. 
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, acompañando al escrito inicial de demanda el acto impugnado, consistente en el recibo con número de folio **********mismo que se encuentra dirigido a la ahora actora, con domicilio ubicado en **********que obra agregado a foja 15 del expediente en el que se actúa. 
La autoridad demandada, justificó debidamente su personalidad y legitimación en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que el Organismo Intermunicipal INTERAPAS, compareció por conducto del ********** Titular de la Unidad Jurídica de dicho Organismo, acompañando copia certificada del nombramiento expedido a su favor, la cual se localiza a fojas 35 y 36 de este expediente.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad de la determinación de la contribución relativa al pago del derecho por servicio de agua potable, contenida en el duplicado del estado de cuenta con número de folio **********, del Contrato **********, con vencimiento al 10 de junio de 2015, por la cantidad total de ********** emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, cuyo documento fue aportado por la demandante.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto. 
En ese tenor, el titular de la Unidad Jurídica del Organismo demandado, al dar contestación a la demanda, hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VI, del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado, que se refiere a la improcedencia del juicio tratándose de actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, ello en relación a lo dispuesto en el artículo 229 fracción II y VIII del citado Código Procesal, ello sobre el argumento de que el acto impugnado por la actora es de fecha 10 de junio de 2015, y que hasta el 26 de junio de 2019 es que presenta la demanda de nulidad, además de que la actora con fecha posterior a la emisión del recibo con folio ********** esto es 10 de junio de 2015, se presentó ante el Organismo demandado a realizar diversas solicitudes y observaciones, específicamente el 13 de mayo del 2016, 23 de enero del 2018, 06 y 08 de mayo de 2019, por lo que estima que tuvo conocimiento del acto impugnado en esas fechas. 
En ese contexto para dilucidar la oportunidad de la demanda, en principio conviene tener en cuenta el contenido de los artículos 24 fracción I, inciso a) y 228 fracción IV, del Código Procesal Administrativo de San Luis Potosí, que en la parte que interesa, dicen:

“ARTICULO 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será:
I. De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes.

a)  Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general.

b) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos.

 (…)

"ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el tribunal contra actos:

"...”
"IV. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por estos últimos, aquellos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señale este Libro."

Como puede verse en la transcripción hecha del numeral 24 fracción I, inciso b), del mismo Ordenamiento legal, se establece el plazo de treinta días para promover el juicio de nulidad; el cual debe computarse a partir del día siguiente al en que el afectado haya tenido conocimiento del acto impugnado.

Es importante mencionar que del artículo 228, fracción IV, del citado ordenamiento legal se advierte que la consecuencia jurídica de promover el juicio de nulidad fuera de los plazos a que se refiere el artículo 24 del Código Procesal Administrativo de San Luis Potosí, es precisamente que ese medio de impugnación resulte improcedente por extemporáneo, lo que, sin lugar a dudas, se traduce en una excepción a la procedencia del juicio contencioso administrativo como mecanismo de acceso al derecho fundamental de impartición de justicia, consagrado en el numeral 17 constitucional, al no haberse ejercitado la acción del juicio de nulidad dentro del término legal que al efecto se establece en la ley.

De modo que si dicha causal de improcedencia se sustenta en el hecho de que el particular afectado consintió la resolución o acto administrativo impugnado, al no promover el juicio de nulidad dentro del plazo que para tal efecto prevé la ley, entonces, por principio de seguridad jurídica, el conocimiento de ese acto o resolución, que servirá de base para el cómputo del plazo, debe quedar plenamente demostrado, a fin de que se tenga la certeza del momento a partir del cual estuvo en posibilidad de impugnarlo, de otra manera, no encuentra cabida la improcedencia del juicio por consentimiento del acto, ante la falta de certidumbre del conocimiento de la resolución impugnada, de ahí que, dadas las reglas que rigen el juicio contencioso administrativo, el conocimiento de la resolución o acto administrativo que debe servir de base para realizar el cómputo del plazo para promover aquél, debe quedar plenamente demostrado, en aras de garantizar los derechos de defensa y acceso a la justicia del particular afectado.

Ahora, en el caso que nos ocupa, la autoridad demandada sostiene que el acto impugnado ha quedado consentido, porque no obstante que la hoy actora menciona que tuvo conocimiento del acto impugnado el 23 de mayo del 2019, lo cierto es con fecha 13 de mayo del 2016, 23 de enero del 2018, 06 y 08 de mayo de 2019, la actora se presentó ante el Organismo demandado a realizar diversas solicitudes y observaciones.
En tal sentido, como pruebas para sustentar su afirmación, la autoridad ofreció como prueba la carátula de pantalla del sistema, correspondiente al historial de reportes, aclaraciones o quejas y el historial de las observaciones que ha tenido el predio materia del presente juicio de nulidad, las cuales se encuentran agregadas de las fojas 44 a la 68 del expediente y valoradas en términos de lo previsto en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Al respecto, en consideración de esta Sala Unitaria, dichas pruebas se estiman insuficientes para acreditar que la hoy actora tuvo conocimiento del acto impugnado, pues la copia simple de la impresión de pantalla exhibida por la autoridad es derivada de la información contenida en un medio de información electrónico, en el que se contiene de forma unilateral el historial de reportes, aclaraciones o quejas relativos al contrato **********, sin que de su contenido se advierta fehacientemente que previo al veintitrés de mayo del presente año la ahora actora haya tenido conocimiento del acto ahora impugnado como lo afirma la autoridad demandada, habida cuenta que del contenido de dichas documentales no consta que el recibo de cobro impugnado le haya sido entregado a la actora en fecha anterior a la señalada por ella en su demanda como la fecha en que tuvo conocimiento del acto;  además de que en dichas documentales tampoco se desprende la intervención de un servidor público que haya dado a conocer a la actora el acto impugnado. 
Además obra a foja 15 de autos el recibo folio **********, que constituye el acto impugnado, de cuyo contenido se advierte que en la parte superior y final del mismo aparece la leyenda “**********.”de lo que se desprende que el mismo fue emitido el día 20 de mayo de 2019 y por tanto coincide con lo señalado por la enjuiciante al señalar como fecha en que tuvo conocimiento de dicho acto el 23 de mayo del 2019, sin que ello haya sido desvirtuado por la autoridad demandada.
Por tanto, se tiene como fecha en que la actora tuvo conocimiento del recibo **********, el 23 de mayo del 2019, luego entonces, el cómputo del plazo de 30 treinta días hábiles para presentar la demanda, comenzó a correr al día siguiente, es decir el día jueves 24 del mes y año en mención y feneció el día 05 de julio del 2019, sin computarse los días sábados y domingos, de lo que se sigue que si la actora presentó la demanda el día 26 de junio de 2019, es de concluirse que la demanda se presentó dentro del plazo legal de los treinta días que establece la ley.

Derivado de las anteriores consideraciones es que a juicio de esta Sala, los argumentos expuestos por la demandada para acreditar la extemporaneidad de la demanda que pretende, resultan infundados. 
En ese tenor de acuerdo a lo que ordena el artículo 228 último párrafo del citado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y no advirtió que en la especie se actualice causal de improcedencia alguna, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte Actora en su escrito de demanda, se localizan de fojas de la 05 a la 12 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. 
Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Como quedó reseñado en el considerando tercero de la presente resolución el acto impugnado lo es el cobro que se pretende mediante el estado de cuenta con número de folio **********, relativo al periodo de facturación **********, por la cantidad de **********.

En ese sentido esta Sala Unitaria no omite precisar que el recibo impugnado relativo a la contraprestación del servicio de agua, establece datos y cantidades históricos, como lo es la cantidad de cobro por **********”, y 53 meses de adeudo que comprenden del mes de diciembre de dos mil diez al mes de abril del dos mil quince; el cual, conforme a lo señalado por la actora  en los antecedentes de su demanda, fue hecho de su conocimiento hasta el día veintitrés de mayo del dos mil diecinueve, mediante la expedición del **********, que fue solicitado por la propia actora y sin que la autoridad demandada haya exhibido algún recibo de cobro expedido con fecha anterior a la del duplicado.
Puntualizado lo anterior; se advierte que la enjuiciante en su escrito inicial de demanda hace valer diversos conceptos de impugnación, mismos que se sintetizan de la siguiente manera:

1. En el primero aduce que la autoridad demandada viola en su perjuicio los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la emisión del estado de cuenta ********** al darle a conocer un supuesto adeudo de la cuenta del contrato **********, sin probar que la actora se haya beneficiado con el aprovechamiento o con el servicio que se le atribuye, ya que no exhibe acta en que se hubiera tomado lectura de medidor; añade la actora que no hay elemento que sustente el hecho que sirve de causa o motivo al pretendido cobro y niega lisa y llanamente haber hecho uso de servicio del agua potable que se le pretende cobrar y le arroja  la carga de la prueba al organismo demandado para probar que goza del servicio de agua potable, drenaje y tratamiento, mediante pruebas que sustenten el supuesto consumo, (actas de Inspección y verificación del servicio público - bitácoras de toma de lectura). Concluye señalando  que en el acto impugnado no existe lectura de consumo de agua anterior, ni actual, con la cual se determine el consumo de los servicios por parte de la actora, puesto que únicamente se establece en los recuadros correspondientes a consumo M3 y promedio M3 la cantidad de 30 en cada uno, el cual niega la actora haber generado.

2. En el segundo concepto de impugnación, esencialmente refiere que el recibo de cobro es ilegal porque no contiene la fundamentación y el motivo de lo que se cobra, como lo exige el artículo 16 Constitucional; agrega que en la emisión del recibo de cobro, la autoridad demandada no cumplió con la obligación de fundamentación y motivación, a que se refiere el normativo constitucional antes citado, en relación con el artículo 46, fracciones IV, V y VI, puesto que en el recibo impugnado no señala los servicios ni tarifas de los supuestos cobros, ni historial de servicio alguno, como tampoco las operaciones aritméticas que realizó para determinar el crédito; agrega que además no expresa a que motivo se cobra tal cantidad, ni justifica en forma alguna los meses que dice existen adeudos, por lo que estima la actora que la autoridad demandada ha establecido una cantidad sin motivo ni fundamento legal. 

3. En el Tercer concepto de impugnación, la actora señala que en el caso se actualiza la figura de la prescripción, en virtud de que la cantidad que se pretende cobrar en el estado de cuenta  **********, del periodo de facturación –**********- se constituye por un supuesto adeudo que se aduce en el recibo impugnado como “meses de adeudo: 53” cuya cantidad fue generada hace más de dos años a partir de la fecha del periodo de facturación y más de cinco tomando en consideración el día de la emisión del duplicado del estado de cuenta **********; añade que en el supuesto de que la cantidad consignada en el acto impugnado se haya generado en el periodo de mayo de 2015, a partir del 11 de junio del 2015 le nació el derecho a la autoridad para exigir el cobro de la cantidad consignada en el recibo en mención, a través del procedimiento administrativo de ejecución consignado en los artículos 37, 49, 67, 72, 73, 79, 80 y demás relativos del Código Fiscal del Estado, sin que la autoridad haya requerido a la suscrita el pago a través del procedimiento en cita y concluye señalando que niega haber sido notificada de cualquier inicio de procedimiento por parte de la autoridad demandada y que han caducado las facultades de comprobación y cobro de la autoridad demandada en relación a la cantidad que vincula con 53 meses de adeudo en el recibo impugnado.
En ese tenor, a juicio de esta Sala Unitaria, el Primer concepto de impugnación que vierte la actora, resulta ser fundado y suficiente para decretar la nulidad del acto impugnado, en razón de las siguientes consideraciones:

La enjuiciante en el primero de sus motivos de informidad substancialmente niega lisa y llanamente la existencia del consumo de agua que se determinó por la cantidad de ********** y señala que tratándose de cobro bajo la modalidad de servicio medido, corresponde al Organismo demandado la obligación de probarlo mediante pruebas idóneas como actas de Inspección y verificación del servicio en las que conste que la hoy actora cuenta con los servicios; bitácoras de toma de lectura tomadas por personal de organismo demandado en las que consten las lecturas del supuesto consumo de agua potable, drenaje y tratamiento que pretende cobrar.
Por su parte, la autoridad demanda al producir su contestación, sostiene la legalidad del cobro citando los fundamentos legales que le otorgan competencia para prestar el servicio de agua potable, drenaje y tratamiento de aguas, así como aquellos que lo facultan para cobrar dichos servicios y la forma en que se determina una cantidad a pagar por los diversos conceptos que integran el servicio de agua; conforme a lo dispuesto en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y Ley de Cuotas y Tarifas; resaltando para este caso particular que el cobro contenido en el estado de cuenta que se controvierte se considera para su cobro el de SERVICIO MEDIDO, ello con fundamento en lo dispuesto por el Artículo 182 de la Ley de Cuotas y Tarifas que establece en su parte conducente lo siguiente:
“ARTICULO 182. El servicio de agua potable que disfruten los usuarios en los municipios del Estado, será medido de conformidad con lo establecido en el artículo 143 de esta Ley.
En los lugares en donde no haya medidores o mientras éstos no se instalen, los pagos se harán con base en las cuotas fijas previamente determinadas.
Cuando no sea posible medir el consumo debido a la destrucción total o parcial del medidor respectivo, el prestador de los servicios podrá optar por determinar los cargos en función de los consumos anteriores en los términos del artículo 228 de esta Ley, independientemente de los cargos a cubrir por la reposición del medidor.”

En esa tesitura, esta Sala Unitaria conviene con la inconforme en cuanto a que ante la negativa lisa llana que haga el actor, corre a cargo de la autoridad la obligación de probar la existencia del hecho generador de la contribución.

Lo anterior tomando como sustento el criterio de los Tribunales Colegiados de Circuito aplicable por analogía con el tema tratado que enseguida se transcribe.

“Registro No. 175350, Localización: Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXIII, Abril de 2006, Página: 987, Tesis: IV.1o.A.32 A, Tesis Aislada

Materia(s): Administrativa

CRÉDITO FISCAL. CUANDO EL ACTOR NIEGA LISA Y LLANAMENTE SU ORIGEN Y NOTIFICACIÓN CORRESPONDE A LA AUTORIDAD DEMANDADA LA CARGA DE LA PRUEBA. Conforme al artículo 68 del Código Fiscal de la Federación, los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales; empero, éstas deberán probar los hechos que motiven los actos o resoluciones si el afectado los niega lisa y llanamente, excepto cuando la negativa implique la afirmación de un hecho diverso. De lo anterior, se deduce que la presunción de legalidad a que alude dicho numeral subsiste en principio, por disponerlo así en forma categórica el propio precepto, pero ante la negativa lisa y llana del actor respecto al conocimiento del origen del crédito y su respectiva notificación, la autoridad demandada debe demostrar con toda claridad y precisión su motivo o causa generadora, así como la forma y términos en que se llevó a cabo la notificación respectiva.”
Aunado a lo anterior el artículo 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, por su parte también dispone que Los contribuyentes pueden negar lisa y llanamente los hechos que sirvan para motivar un acto de autoridad, correspondiendo entonces a ésta, la obligación de probar sus afirmaciones.

En ese contexto si bien es cierto los actos y resoluciones de las autoridades fiscales gozan de la presunción de legalidad, a éstas corresponde, acreditar los hechos que motiven tales actuaciones cuando el afectado por un acto o resolución los niega lisa y llanamente, de lo que se sigue que  la carga de probar la existencia de los consumos de agua potable -base o hecho generador del cobro reclamado recae en la autoridad demandada; quien de conformidad con lo previsto en el artículo 221 segundo y último párrafos, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, no tiene impedimento legal para hacerlo.

Al efecto, cabe tener en consideración el contenido de dicho normativo, el que en lo literal dice lo siguiente.

“ARTICULO 221. Los usuarios están obligados a permitir el acceso al personal del prestador de los servicios debidamente acreditado, al lugar o lugares en donde se encuentren instalados los medidores para que tomen lectura de éstos.

La lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma o derivación, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, en los términos de la reglamentación respectiva.

Quien realice la lectura de los medidores llenará un formato, verificando que el número del medidor y el domicilio que se indique sea el correspondiente, y se expresará la lectura del medidor o la clave de no lectura, en su caso.

El formato en el que conste la lectura quedará a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios, del que podrán obtener copia en forma gratuita, previa solicitud por escrito.”


Del normativo transcrito se obtiene que la lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, expresando la lectura del medidor o la clave de no lectura en su caso. 

En esa medida, el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, al dar contestación a la demanda sostiene la legalidad del cobro, citando los fundamentos legales que le otorgan competencia para prestar el servicio de agua potable, drenaje y tratamiento de aguas, así como aquellos que lo facultan para cobrar dichos servicios y la forma en que se determina una cantidad a pagar por los diversos conceptos que integran el servicio de agua; conforme a lo dispuesto en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y Ley de Cuotas y Tarifas; resaltando para este caso particular que el cobro de la cantidad  contenida en el recibo ********** que se controvierte se encuentra sustentado en las hojas de trabajo para tomas de lectura de los bimestres 12-01/2011 (diciembre-enero del 2011) a mayo de 2015, que fueron tomadas por personal del organismo siguiendo las formalidades que prevé el artículo 221 párrafos primero, segundo y tercero, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, las cuales toman como base para calcular el monto de la cantidad que pretende cobrarle a la actora por consumo de agua potable, habida cuenta que en  la parte que interesa textualmente señala lo siguiente.

“…..numerales que facultan tanto al Director General de este Organismo INTERAPAS como al Director de Comercialización del citado Organismo, para realizar el cobro por la prestación del servicio de agua potable, alcantarillado y saneamiento que le presta el Organismo y del cual goza y consume el Actor del presente Juicio de Nulidad; mismo consumo que se determina de acuerdo a un consumo Real que se le factura a la actora del presente Juicio, tal y como consta en las Lecturas de los bimestres 12-01/2011 (DE DICIEMBRE-ENERO DEL 2011) al periodo MAYO/2015, que fueron tomadas del MEDIDOR NUMERO DE SERIE ********** INSTALADO EN EL DOMICILIO DE LA PARTE **********, EN ESTA CIUDAD CAPITAL; las cuales son consecutivas siguiendo las formalidades que dispone el artículo 221 en sus párrafos Primero, Segundo y Tercero de la citada Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; las que sus originales se encuentran en la Planta Potabilizadora de los Filtros, ubicada en ********** predio en el cual se ha consumido el servicio de agua que presta este Organismo Operador, LECTURAS QUE FUERON TOMADAS Y/O CAPTURADAS POR PRSONAL AUTORIZADO CONFORME AL NUMERAL EN CITA, las cuales sirven de base para calcular el monto a pagar en base a la LEY DE CUOTAS Y TARIFAS PUBLICADAS EN EL PERIODICO OFICIAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI LOS DIAS 31 DE DICIEMBRE DEL 2010, 31 DE DICIEMBRE DEL 2011, 29 DE DICIEMBRE DE 2012, 28 DE DICIEMBRE DEL 2013, 30 DE DICIEMRE DEL 2014”

[El subrayado es propio]
Sin embargo, si bien es cierto que la autoridad demandada refiere que el cobro por consumo de agua que hace al actor mediante el recibo de cobro folio ********** está sustentado en las lecturas tomadas del medidor número de serie ********** del periodo comprendido del 12-01/2011 (diciembre-enero del 2011) a mayo/2015; instalado en el domicilio de la Actora ubicado en **********, de esta Ciudad Capital, en términos de lo previsto en el artículo 221 en sus párrafo  Primero, Segundo y Tercero de la citada Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; fue omisa en exhibir las hojas de lectura correspondientes, de ahí que no demuestra el consumo de agua en el periodo 12-01/2011 (diciembre-enero del 2011) al periodo mayo/2015, y por tanto tampoco acredita la existencia de un parámetro para determinar el consumo de dicho periodo.

No pasa inadvertido que la autoridad demandada ofreció como medio de prueba para sustentar el cobro por consumo de agua potable que consta en el recibo impugnado, la que hizo consistir de la siguiente manera:

· “Informe vertido por el C. **********, DIRECTOR DE COMERCIALIZACION DEL INTERAPAS de fecha 10 DE JULIO DEL 2019 con número de memorándum IN/DC/0/2019, en el cual obra caratula de pantalla de nuestro sistema, correspondiente al historial de reportes, aclaraciones o quejas, el historial de las observaciones que ha tenido el predio materia del presente Juicio de Nulidad..”  
Dichas documentales obran agregadas a fojas de la 40 a la 68 de autos, y valoradas en términos de lo previsto en el artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; hacen prueba plena de su existencia, sin embargo su eficacia probatoria no tiene el alcance de demostrar el extremo que pretende probar la autoridad, como es el consumo de agua cuyo cobro se pretende mediante el acto ahora impugnado.  

Es decir, si bien se ha asociado la expresión prueba plena con el documento público, como una regla legal de valoración, ese término no debe entenderse dirigido a su eficacia o alcance probatorio, sino que se limita a una dimensión formal o adjetiva de la prueba, es decir, a la protección de la documental pública respecto de sus elementos formales frente a su imputación basada en otros medios de prueba.
Lo anterior con sustento en el criterio de los Tribunales Colegiados de Circuito que enseguida se transcribe.

“Época: Octava Época, Registro: 210315, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo XIV, Octubre de 1994, Materia(s): Común, Tesis: I. 3o. A. 145 K, Página: 385 

VALOR Y ALCANCE PROBATORIOS. DISTINCION CONCEPTUAL. AUNQUE UN ELEMENTO DE CONVICCION TENGA PLENO VALOR PROBATORIO, NO NECESARIAMENTE TENDRA EL ALCANCE DE ACREDITAR LOS HECHOS QUE A TRAVES SUYO PRETENDA DEMOSTRAR EL INTERESADO.

La valoración de los medios de prueba es una actividad que el juzgador puede realizar a partir de cuando menos dos enfoques; uno relacionado con el continente y el otro con el contenido, el primero de los cuales tiene como propósito definir qué autoridad formal tiene el respectivo elemento de juicio para la demostración de hechos en general. Esto se logrará al conocerse qué tipo de prueba está valorándose, pues la ley asigna a los objetos demostrativos un valor probatorio pleno o relativo, previa su clasificación en diversas especies (documentos públicos, privados, testimoniales, dictámenes periciales, etcétera. Código Federal de Procedimientos Civiles, Libro Primero, Título Cuarto), derivada de aspectos adjetivos de aquéllos, tales como su procedimiento y condiciones de elaboración, su autor y en general lo atinente a su génesis. El segundo de los enfoques en alusión está vinculado con la capacidad de la correspondiente probanza, como medio para acreditar la realización de hechos particulares, concretamente los afirmados por las partes. A través de aquél el juzgador buscará establecer cuáles hechos quedan demostrados mediante la prueba de que se trate, lo que se conseguirá al examinar el contenido de la misma, reconociéndose así su alcance probatorio. De todo lo anterior se deduce que el valor probatorio es un concepto concerniente a la autoridad formal de la probanza que corresponda, para la demostración de hechos en general, derivada de sus características de elaboración; a diferencia del alcance probatorio, que únicamente se relaciona con el contenido del elemento demostrativo correspondiente, a fin de corroborar la realización de los hechos que a tráves suyo han quedado plasmados. Ante la referida distinción conceptual, debe decirse que la circunstancia de que un medio de convicción tenga pleno valor probatorio no necesariamente conducirá a concluir que demuestra los hechos afirmados por su oferente, pues aquél resultará ineficaz en la misma medida en que lo sea su contenido; de ahí que si éste es completamente ilegible, entonces nada demuestra, sin importar a quién sea imputable tal deficiencia o aquélla de que se trate…”

En ese tenor, respecto a las pruebas documentales que ofreció la autoridad se destaca lo siguiente.

a) Los documentos que exhibió la autoridad demandada no resulta la prueba idónea para el esquema de pago de servicio medido que señala en el acto impugnado atendiendo a que en términos de lo previsto  en el artículo 221 segundo y último párrafos, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, dicho consumo se demuestra con la lectura del aparato medidor realizada por el personal autorizado en los términos de la reglamentación respectiva al constituir la lectura el medio idóneo para determinar el consumo de agua.
b) El Informe del Director de Comercialización del Interapas mediante memorándum **********, al que se adjunta “Nota Informativa” y “caratulas de pantalla” del sistema del Organismo demandado, no resultan concluyentes para determinar el consumo de agua en el periodo 12-01/2011 (diciembre-enero del 2011) al periodo mayo/2015, pues no se precisa en ellas la toma de lectura relativa a cada periodo, o bien en su caso, las lecturas que sirvieron de parámetro para determinar el consumo tratándose de promedio de toma.
Además de que del contenido de dichas documentales se advierten contradicciones cuando señala por un lado que en los meses de marzo de 2012 y mayo de 2012, así como en el periodo de agosto de 2012 a mayo de 2013 se facturó bajo la modalidad de toma de lectura del medidor instalado y en el periodo de abril de 2012, junio-julio de 2012 y junio de 2013 a mayo del 2015 se facturó bajo la modalidad de promedio de toma; y por otra parte en la nota informativa que se anexó al memorándum **********, se desprende la anotación de -toma suspendida- el 13 de junio de 2013 y el 03 de noviembre de 2014, y la de -aplicar cobro en tarifa industrial- el 2 de enero de 2013; lo cual a juicio de esta Sala, le priva de valor de convicción a su informe.
De lo anterior se evidencia que la autoridad demandada no prueba el consumo de agua que pretende cobrar en el acto impugnado, dado el medio idóneo para acreditar dicho consumo es con la lectura del aparato medidor realizada por el personal autorizado en los términos de la reglamentación respectiva, ello es así,  al constituir la lectura el medio legal para determinar el consumo de agua.
En ese tenor no se cuenta con los elementos que proporcionen los parámetros para determinar el consumo de agua potable respecto a los periodos comprendidos de 12-01/2011 (diciembre-enero del 2011) al periodo mayo/2015, ya sea en la modalidad de servicio medido o en su caso, los que sirvieron de base para determinar la modalidad de promedio de toma, pues las documentales exhibidas por la autoridad no sirven de base para el cobro de la cantidad de que se duele la accionante, y la autoridad demandada fue omisa en acompañar a juicio la toma de lectura correspondiente, de lo que se sigue que el organismo demandado no demuestra la existencia de consumo de agua potable en dichos periodos, de ahí que no logra demostrar la validez de su acto respecto a los mismos, pues no prueba que la parte actora haya realizado consumo alguno.
Lo anterior con sustento en el criterio de los Tribunales, Colegiados de Circuito, cuyos datos de localización, rubro y contenido es el siguiente.
“Registro No. 182847, Localización: Novena Época, Instancia: Tribunales, Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XVIII, Noviembre de 2003, Página: 958, Tesis: VI.2o.A.57 A, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa.

DOCUMENTOS DETERMINANTES DEL CRÉDITO FISCAL. LA AUTORIDAD DEMANDADA DEBE EXHIBIRLOS EN EL JUICIO DE NULIDAD, INDEFECTIBLEMENTE, AL PRODUCIR SU CONTESTACIÓN DE DEMANDA, PARA QUE EL ACTOR PUEDA CONOCERLOS. De acuerdo con el principio de congruencia establecido en el artículo 237 del Código Fiscal de la Federación y a la tesis aislada sustentada por este tribunal con el número VI.2o.A.26 A, de rubro: "ACTO ADMINISTRATIVO. SI EL ACTOR NIEGA CONOCERLO, LA AUTORIDAD DEMANDADA ESTÁ OBLIGADA A EXHIBIRLO, ASÍ COMO LA CONSTANCIA DE SU NOTIFICACIÓN, AL FORMULAR SU CONTESTACIÓN DE DEMANDA, CONFORME LO DISPONEN LOS ARTÍCULOS 209 BIS Y 210 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.", publicada en la página mil setenta y tres, Tomo XIV, octubre de dos mil uno, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, se llega al convencimiento de que si el actor en el juicio de nulidad manifiesta desconocer en su escrito de demanda el origen del adeudo fiscal, los conceptos que lo conforman y su cuantía, la autoridad hacendaria tiene la ineludible obligación de exhibir todos y cada uno de los documentos relativos al momento de formular la contestación de demanda a fin de que, por una parte, se desvirtúe la negativa lisa y llana del actor y, por otra, que éste los conozca y, en su caso, pueda controvertirlos en el escrito de ampliación de la demanda, de modo que de no hacerlo así, se rompe con el principio de igualdad de las partes en el proceso, toda vez que si la demandada presenta las constancias hasta la contestación de la ampliación de la demanda, es inconcuso que para entonces el actor se encuentra impedido para combatirlas, puesto que ningún precepto del Código Fiscal de la Federación permite que haya una segunda ocasión para ampliar el ocurso de demanda, ni que haya una cadena indefinida de réplica y contrarréplica de los litigantes, y la razón fundamental de esto fue la de evitar que se prolonguen innecesariamente los juicios.” 
Por tanto,  toda vez que de conformidad con el artículo 8º del Código Fiscal del Estado, las contribuciones se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico previsto en la Ley respectiva, naciendo así la obligación fiscal, y toda vez que en el caso que nos ocupa, la autoridad demandada no probó en este juicio que la actora realizó el hecho generador del tributo, correspondiente al periodo diciembre-enero del 2011 a mayo del 2015, se determina fundado el concepto de impugnación hecho valer por la parte Actora, pero suficiente para decretar la nulidad del mismo.
En esa tesitura, esta Sala Unitaria concluye, que el estado de cuenta con número de folio **********, se ubican en la causal de ilegalidad e invalidez prevista por el artículo 250 fracción IV del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luís Potosí; lo que conlleva a determinar su nulidad, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del propio ordenamiento legal;
Aunado a lo anterior, y a efecto de que la restitución de los derechos afectados sea total, se ordena a la autoridad demandada que haga las anotaciones, ajustes o afectaciones contables que sean pertinentes a efecto de que las cantidades cobradas en el estado de cuenta referido por concepto de contraprestaciones por los servicios de agua potable, alcantarillado y drenaje sean nulificadas o canceladas de los controles manuales o informáticos, padrones, o cualquier tipo de sistema de control administrativo con que el Organismo cuente, a efecto de que dichas cantidades no sean exigibles al Gobernado.

En virtud de las conclusiones alcanzadas, y toda vez que ya se declaró la nulidad del acto impugnado en el presente juicio; resulta innecesario analizar los restantes argumentos que hace valer la parte actora en su escrito inicial de demanda, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio a la demandante que el obtenido en los términos de este fallo. 
Refuerza lo anterior, la jurisprudencia 1.2o.A. J/23, sentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo X, de agosto de 1999, página 647, cuyo rubro, texto y precedentes señalan:
"CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la Litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia."

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I y III, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248, 249 y 250 fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado resultó competente para resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, recibo folio ********** de fecha de vencimiento diez de junio de dos mil quince, derivado del contrato número ********** decretándose la NULIDAD total del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 

TERCERO.- Notifíquese personalmente, y por oficio a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.- Rubricas
 “Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
